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Región de Murcia
Consejería de  Hacienda

Intervención General


INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE FECHA 15 DE DICIEMBRE DE 2004 RELATIVO AL PAGO MATERIAL DE LAS DEVOLUCIONES DE INGRESOS INDEBIDOS DE NATURALEZA TRIBUTARIA POR MEDIO DE REPRESENTANTE.  

ANTECEDENTES:

El Interventor Delegado en la Dirección General de Presupuestos, Fondos Europeos y Finanzas presenta a esta Intervención General solicitud de asesoramiento sobre la obligatoriedad o no de intervención del Servicio Jurídico de la Consejería de Hacienda, ya sea esta de bastanteo o verificación, en el ámbito del pago de obligaciones derivadas de devoluciones de ingresos indebidos tributarios por medio de representante autorizado o como causahabientes de otros, por la aplicación del artículo 10 de la Orden de la Consejería de Economía y Hacienda de 27 de abril de 1999 por la que se regula el procedimiento para el pago de obligaciones de la Comunidad Autónoma de Murcia (en lo sucesivo, Orden). Asimismo, cuestiona la necesidad de la corrección jurídica de los artículos uno y diez de la mencionada Orden, en el caso de su inaplicabilidad, ya que la misma no excluye de su regulación a los citados pagos correspondientes a la devolución de ingresos indebidos.

El Interventor Delegado transcribe diversos artículos de la Orden, de la Ley General Tributaria, Ley 58/2003, de 17 de diciembre (LGT) y del Real Decreto 1163/1990, de 21 de septiembre, que regula el procedimiento para realizar la devolución de ingresos indebidos de naturaleza tributaria,  distinguiendo en su consulta, por una parte, el procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución, y, por otra, la ejecución de la devolución, tal como se contempla en la LGT y en el Real Decreto 1163/1990, que trata por separado ambas fases en capítulos sucesivos pero independientes (II y III), para terminar concluyendo:

“De acuerdo con lo que antecede se estima que sería en la fase de pago material (ejecución de la devolución), y salvo criterio mejor fundado en derecho, donde nos encontraríamos con la aplicación de la mencionada Orden de la Consejería de Hacienda, que desarrolla la normativa sustantiva de la Ley de Hacienda de la Región de Murcia de la ordenación y pago de obligaciones, y donde se exige que en caso de un acreedor privado del Tesoro Público Regional perciba sus créditos por medio de representante autorizado, que será con el poder otorgado en forma legal con los requisitos del Derecho Común y bastanteados por el Servicio Jurídico de la Consejería, así como en el caso de los acreedores que no fueran por derecho propio, sino como causahabientes de otros, presentando al efecto la documentación correspondiente, que deberá ser verificada previamente por el Servicio Jurídico de la Consejería.”

CONSIDERACIONES JURÍDICAS:

PRIMERA.-  El Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la Región de Murcia, aprobado por Decreto Legislativo nº 1/1999, de 2 de diciembre (en lo sucesivo TRLHRM) regula en diversos artículos la ordenación y pago de las obligaciones, siendo dichos preceptos objeto de desarrollo por la Orden de la Consejería de Economía y Hacienda de 27 de abril de 1999, por la que se regula el procedimiento para el pago de  obligaciones de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

Tal y como consta en la consulta remitida, el artículo 1 de la Orden extiende su ámbito de aplicación a: “las operaciones destinadas a realizar los pagos derivados de cualquier tipo de obligación, ya sea como consecuencia de la ejecución del presupuesto de gastos, devoluciones de ingresos presupuestarios, (....) o cualesquiera otras operaciones no presupuestarias”.

Analizando el procedimiento de pago establecido en la mencionada Orden, cabe distinguir lo siguiente:

a) Las propuestas de pago se expedirán a favor de los acreedores directos, salvo los supuestos de cesiones a terceros de derechos de cobro, que se librarán a favor del cesionario, y de los agentes mediadores de pago como son los titulares de las cajas pagadoras y habilitados (artículo 3).

b) El pago de las obligaciones se efectuará preferentemente por transferencia bancaria a favor de los acreedores directos o cesionarios, según el caso, así como a favor de los agentes mediadores de pago, sirviendo como justificante material del pago la copia de la relación de las órdenes de pago diligenciada por la entidad de crédito pagadora (artículo 8).

c) Sólo en circunstancias excepcionales se podrá utilizar el cheque nominativo, no a la orden, para el pago a acreedores directos o cesionarios cuando lo autorice el Ordenador de pagos. En este caso, se requerirá la presencia física en las oficinas de la Tesorería Regional del acreedor directo o de su representante para la firma del recibí en la orden de pago y la entrega del cheque, que servirá de justificante material del pago (artículo 9).

El artículo diez de la Orden, regula el pago por medio de representante y la acreditación de la representación, estableciendo: 

“1. Todo acreedor privado del Tesoro Público Regional, por cualquier concepto, podrá percibir sus créditos por medio de representantes autorizados, mediante poder otorgado en forma legal con los requisitos exigidos en el Derecho Común y bastanteados por el Servicio Jurídico de la Consejería de Economía y Hacienda.

2. Los acreedores que no lo sean por derecho propio, sino como causahabientes de otros, acreditarán su título ante la Ordenación de Pagos, presentando al efecto la documentación correspondiente, que deberá ser verificada previamente por el Servicio Jurídico de la Consejería de Economía y Hacienda.

3. La Ordenación de Pagos unirá al expediente una copia de la documentación acreditativa de la representación, expidiendo la oportuna diligencia de compulsa en el original.”

El alcance de la representación citada se circunscribe a  las actuaciones del pago material, siendo operativa la misma en el caso del pago por cheque donde es necesaria la firma del acreedor directo o de su representante autorizado en la orden de pago para recibir el cheque y acreditar la ejecución material del pago, no así en  el caso del pago por transferencia que no es necesaria la presencia y firma del acreedor o de su representante en el acto de ejecución material del pago pues éste se acredita con diligencia de la entidad de crédito en la relación de transferencias, documento que sirve como justificante. 

SEGUNDA.- La consulta formulada se refiere al ámbito concreto de la devolución de ingresos indebidos  de carácter tributario, lo que significa que se enmarca dentro de la relación jurídico tributaria, entendida, como el conjunto de obligaciones y deberes, derechos y potestades originados por la aplicación de los tributos, tal y como prevé el artículo 17.1 de la LGT. 

El artículo 1 de la LGT, dispone su aplicación a todas las Administraciones tributarias, con el alcance que se deriva del artículo 149.1.1.ª, 8.ª, 14.ª y 18.ª de la Constitución. En el apartado 18ª se proclama que es competencia exclusiva del Estado el establecimiento de las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, bases que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas. En uso de ese título competencial se aprobó la Ley 30/1992, de 28 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJPAC). En su artículo 32 regula con esa naturaleza la posibilidad de actuación de los ciudadanos con capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas por medio de representante (representación voluntaria). Así pues, si el alcance de los preceptos de la LGT ha de ser determinado en función del carácter de bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas en el ámbito tributario –entre otros títulos- lógico es atribuírselo a la que incluya en materia de representación ante la Administración tributaria. 

Siendo así resulta que el artículo 46 de la LGT regula el derecho a la representación voluntaria en los siguientes términos:

“1. Los obligados tributarios con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, que podrá ser un asesor fiscal, con el que se entenderán las sucesivas actuaciones administrativas, salvo que se haga manifestación expresa en contrario.

2. Para interponer recursos o reclamaciones, desistir de ellos, renunciar a derechos asumir o reconocer obligaciones en nombre del obligado tributario, solicitar devoluciones de ingresos indebidos o reembolsos y en los restantes supuestos en que sea necesaria la firma del obligado tributario en los procedimientos regulados en los títulos III, IV y V de esta Ley, la representación deberá acreditarse por cualquier medio válido en Derecho que deje constancia fidedigna o mediante declaración en comparecencia personal del interesado ante el órgano administrativo competente.

A estos efectos serán válidos  los documentos normalizados de representación que apruebe la Administración tributaria para determinados procedimientos. (…)”

TERCERA.- La mencionada LGT reconoce en diversos preceptos (artículos 32 y 34 entre otros) el derecho de los obligados tributarios a obtener la devolución de ingresos indebidos en el ámbito  tributario, así como la aplicación de las normas de representación a los procedimientos especiales de revisión, entre los que se encuentra la devolución de ingresos indebidos.

Por otra parte, el artículo 221 de la LGT regula el procedimiento para la devolución de ingresos indebidos, regulación que ha de entenderse de aplicación directa a la vista de lo establecido en la Disposición Adicional Quinta de la LRJPAC. Ese mismo artículo indica que será objeto de desarrollo reglamentario.

La Disposición Derogatoria Única de la Ley enumera las normas que quedan derogadas a la entrada en vigor de la misma, indicando que las normas reglamentarias dictadas en desarrollo de los textos derogados continuarán vigentes, en tanto no se opongan a lo previsto en la LGT.

En esta situación se encontraría el Real Decreto 1163/1990, de 21 de septiembre de 1990 (en lo sucesivo, RD) relativo al procedimiento para realizar la devolución de ingresos indebidos de naturaleza tributaria. Así mismo dicha norma es de aplicación supletoria en el ámbito de esta Comunidad Autónoma al amparo de lo dispuesto por los artículos 15.4 del Estatuto de Autonomía y 149.3 de la Constitución, en ausencia de normativa propia relativa a esta materia.

CUARTA.- Tal y como se señala por el Interventor Delegado en su consulta, tanto la LGT como el RD regulan de forma separada el procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución, “en el que se insertaría plenamente la representación voluntaria a que alude el artículo 46 de la LGT”,  y la fase de la ejecución o pago de la devolución, “donde el alcance de la representación voluntaria hay que ponerla en relación con las disposiciones que regulan el pago de las devoluciones”. 

El artículo 4 del RD regula la iniciación del procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución e indica que si el procedimiento comienza a instancia de interesado, en el escrito que presente ante el órgano correspondiente de la Administración tributaria, hará constar entre otras circunstancias la declaración expresiva del medio elegido por el que haya de realizarse la devolución, pudiendo optar entre:



-Transferencia bancaria, indicando el número de cuenta y los datos identificativos de la Entidad bancaria.



-Cheque cruzado contra la cuenta corriente del Tesoro Público en el Banco de España.



- Compensación.

En la fase de ejecución de la devolución el artículo 10 del RD establece: “el mandamiento de pago se expedirá a favor de la persona o entidad acreedora”. Igualmente, la Orden de 22 de marzo de 1991, que desarrolla el procedimiento regulado en el citado RD, en el artículo 7.3 señala: “la orden o mandamiento de pago se expedirá a favor de la persona a la cual se haya reconocido el derecho según lo dispuesto en el apartado sexto, tres de dicha Orden”. Dicho artículo sexto dispone: “el acuerdo decidirá el titular del derecho a la devolución, que será la persona que realizó el ingreso indebido o aquella que, según las normas, resulte beneficiaria de dicho derecho”.

En cuanto al pago,  el artículo 11.2 del RD preceptúa:

“El pago de la cantidad a devolver se realizará mediante cheque cruzado contra la cuenta corriente del Tesoro Público en el Banco de España o a través de transferencia bancaria a la cuenta que el interesado o representante legal autorizado tenga abierta en una entidad de crédito”.

Cuando el procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución se hubiere iniciado a instancia del interesado, se atenderá a la declaración hecha por éste en el escrito presentado.”

En consecuencia, independientemente de la forma en que se acredite la representación voluntaria, ésta no habilita para transferir a la cuenta bancaria del representante el importe de la devolución de ingresos indebidos de naturaleza tributaria, pues debe transferirse a la cuenta del interesado,  y sólo en el caso de la representación legal de las personas que carezcan de capacidad de obrar contemplada en el artículo 45.1 de la LGT se transferirá a la cuenta del representante el pago de la devolución.

QUINTA-. En este punto sería necesario analizar las diferencias en la regulación de la representación entre la normativa tributaria y la Orden.

La LGT en su artículo 46 regula la forma de acreditación de la representación voluntaria  de modo análogo al que incorpora el artículo 32 LRJPAC, que es:


           1.- Cualquier medio válido en derecho que deje constancia fidedigna.


2.- Declaración en comparecencia personal.

Ambas normas establecen que en el caso de que se alegue la existencia de esa representación, las actuaciones administrativas se entenderán con el representante, salvo manifestación expresa en contra del interesado.

No obstante, con carácter previo la Administración asume la carga de comprobar la existencia de la representación que se invoca. Así, F. López-Nieto en su obra “El Procedimiento Administrativo” indica: “No nos habla la Ley de que el poder debe ser bastante, pero es evidente que ha de serlo por razones de garantía jurídica”.

En el procedimiento general de pago de las obligaciones del Tesoro Público Regional, que regula la Orden, está previsto únicamente la acreditación de la representación mediante poder otorgado en forma legal  con  los  requisitos  exigidos

por el Derecho Común y bastanteados por el Servicio Jurídico de la Consejería de Economía y Hacienda, debiendo entenderse hoy que es de la Consejería de Hacienda. Esta regulación, como decimos, general para el pago de obligaciones del Tesoro, con independencia de su fuente de origen, no contempla la acreditación de la representación voluntaria mediante comparecencia y, respecto al poder, exige su bastanteo por una determinada unidad orgánica.

A la vista de las anteriores consideraciones se pueden extraer las siguientes

CONCLUSIONES:

PRIMERA.- La Orden de 27 de abril de la Consejería de Economía y Hacienda, por la que se regula el procedimiento para el pago de las obligaciones de la Comunidad Autónoma, establece las normas de general aplicación para el pago por medio de  representante de las deudas contraidas con cargo al Tesoro Público Regional, con independencia de la fuente generadora de la obligación.

SEGUNDA.- La devolución de ingresos indebidos de naturaleza tributaria es objeto de tramitación a través de un procedimiento de naturaleza especial respecto del general regulado por la Orden, por lo que ha de prevalecer su normativa sobre la contenida en esta.

TERCERA.- Las normas que regulan la devolución de ingresos indebidos, tanto la LGT como el RD prevén la representación legal y la representación voluntaria, contemplando para esta última la acreditación mediante comparecencia personal ante la Administración tributaria, que tiene, además, el carácter de norma básica del régimen jurídico del ámbito tributario, pues este es el alcance que ha de darse a la regulación contenida en el artículo 46 LGT si atendemos a lo establecido en su artículo 1.

CUARTA.- Como consecuencia de todo lo anterior ha de extraerse que en el caso de pagos derivados de devoluciones de ingresos indebidos de naturaleza tributaria se podrá acreditar la representación voluntaria, además de con el poder bastanteado por el Servicio Jurídico de la Consejería de Hacienda, mediante comparecencia personal ante la Administración tributaria.

QUINTA.- El alcance de la representación voluntaria en el procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución de ingresos indebidos de naturaleza tributaria consistirá en solicitar la devolución y poder actuar en nombre del obligado tributario en los demás supuestos del procedimiento en que sea necesaria la firma del interesado. En la ejecución  de la devolución, el pago por transferencia se hará necesariamente a la cuenta del interesado o del representante legal autorizado, en ningún caso a la cuenta del representante cuando la representación es voluntaria. Si el pago es mediante cheque nominativo a favor del interesado, el representante podrá firmar la orden de pago y recibir el cheque.

SEXTA.- Por otro lado, siendo necesaria la adaptación de la normativa regional a lo establecido en la LGT – de lo que se hace eco esta Intervención General para trasladarlo a las instancias competentes – no se aprecia contraposición entre ambas regulaciones.

Murcia, 15 de diciembre de 2004

EL VICEINTERVENTOR GENERAL,

Fdo.: Francisco Martínez Manzano

SR. D. FELIPE ROMERO MORALES.- INTERVENTOR DELEGADO EN LA DIRECCIÓN GENERAL DE PRESUPUESTOS, FONDOS EUROPEOS Y FINANZAS.
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